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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JHONNY MARCELL JIMÉNEZ CLAVIJO, contra el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social -D.P.S.-, al considerar vulnerados sus derechos al debido proceso, petición, identidad e igualdad.     

2.- SOLICITUD 

Refiere el accionante que es desplazado y presentó petición ante el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social -en adelante D.P.S.- para el pago de sus incentivos, la cual  no le fue respondida de manera clara y de fondo, por lo que estima que su solicitud no fue satisfecha y no tiene otro medio para acceder a lo reclamado.
Pide en consecuencia se tutelen sus derechos vulnerados y se ordene a la entidad accionada que de manera inmediata le reconozca y pague el retroactivo de las ayudas que le fueron suspendidas desde junio de 2015. 
3.- CONTESTACIÓN

Al trámite se vincularon el D.P.S., la Coordinación Nacional del Grupo de Trabajo  de Jóvenes en Acción de la misma entidad, así como el Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA, frente a lo cual solo se pronunció la primera de la siguiente manera:

El derecho de petición elevado por el señor JHONNY MARCELL JIMÉNEZ CLAVIJO se respondió en octubre 15 de 2015 mediante comunicación 201532010419111 y posteriormente ante solicitud elevada nuevamente por el mismo, por intermedio de la Defensoría del Pueblo, donde pide normalizar su situación en el programa por cambio de documento de identidad, se le envía respuesta, por lo cual demanda se nieguen sus pretensiones.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efecto de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor JHONNY MARCELL JIMÉNEZ CLAVIJO concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera vulnerado por el D.P.S., así como el debido proceso, igualdad e identidad, por cuanto no se le dio respuesta clara y de fondo a la petición elevada, además de no habérsele reconocido ni pagado las ayudas suspendidas desde el mes de junio de 2015.

Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, cualquiera sea el sentido de ésta respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

Respecto a este tópico, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el caso objeto de estudio se observa que el ciudadano JIMÉNEZ CLAVIJO  elevó petición ante el DPS por intermedio de la Defensoría del Pueblo en marzo 16 de 2015, donde expresa que es beneficiario del programa “Jóvenes en Acción” y desde junio de 2015 le suspendieron las ayudas por cambio de su tarjeta de identidad a la cédula de ciudadanía, por lo que reclama el pago de los valores dejados de cancelar.

La entidad accionada informa que en octubre 15 de 2015 se le dio respuesta a lo requerido por el señor JIMÉNEZ CLAVIJO, e igualmente se reiteró ante la petición elevada por la Defensoría en marzo de 2016, y en la que entre otros aspectos se indica que la entrega y liquidación de incentivos correspondientes a los períodos de junio a noviembre de 2015 no se efectuó por cuanto la información reportada por el SENA no concuerda con el documento de identificación visible en el sistema de información de Jóvenes en Acción, ya que presentó suspensión durante dichos meses. Y en cuanto al ciclo de diciembre de 2015 a enero de 2016 el joven no viene reportado por el SENA y por ende tampoco hay lugar a la entrega de recursos.

Además de dicha información también se señala que es compromiso del joven realizar la actualización de su documento de identidad en las instituciones de educación, entidades bancarias, y ante Prosperidad Social  para evitar suspensiones en el programa, y reitera que los reportes del SENA para los períodos de junio a diciembre de 2015 y enero de 2016 no les permitieron liquidar los incentivos en razón a las inconsistencias anotadas.

Como vemos, el D.P.S. le informó al señor JHONNY MARCELL cuáles fueron las circunstancias que la llevaron a abstenerse de liquidar los incentivos a que tiene derecho a raíz de pertenecer al programa de Jóvenes en Acción, sin que respecto de tal situación se conozca si en efecto el hoy accionante adelantó algún trámite ante el SENA o incluso ante el D.P.S. con miras a subsanar la anomalía que motivó la cesación de los referidos pagos.
Si bien el actor aduce que la respuesta de la D.P.S. no fue clara ni de fondo, contrario a ello lo que avizora la Sala es que lo allí informado a JHONNY MARCELL no podía haber sido nada diferente, en tanto se le explicó que en efecto aparecen inconsistencias en relación con la identificación reportada ante el SENA y aquella que figura en el sistema de información de Jóvenes en Acción, por lo cual la entidad no podía ordenar los pagos requeridos sin haberse corregido tal anomalía, siendo uno de los compromisos del beneficiario el de actualizar su número de identidad, no solo ante la institución educativa -SENA- donde cursa sus estudios de Mantenimiento Mecánico Industrial, sino ante el D.P.S. y el banco donde se le realizan los referidos pagos.
Desafortunadamente, en este evento se desconoce si por parte del joven JHONNY MARCELL se adelantaron dichas gestiones y tal circunstancia no podía endilgársele al SENA ni muchos menos al D.P.S., en tanto es una actividad que en principio debe partir del beneficiario quien está encargado de dar a conocer los cambios respectivos en su identificación, para que las referidas dependencias hicieran lo propio con miras a evitar la situación que se presenta desde hace cerca de un año.

En ese orden de ideas, considera esta Corporación que no se observa como vulnerado por parte del D.P.S. el derecho de petición que reclama el joven JHONNY MARCELL, pues lo que se evidencia es que la entidad le informó las razones que la llevaron a la cesación del pago de sus subsidios y la posible solución a tal impase. Ni tampoco se observa vulneración al debido proceso en tanto como allí se expresó es un compromiso del beneficiario actualizar la información pertinente, pues el no hacerlo -como al parecer fue lo que acaeció- implicaba la negativa para ordenar la entrega y liquidación de sus incentivos. Por lo demás no se conoce dentro del dossier que a otras personas en igualdad de circunstancias a las que ahora informa el accionante, el D.P.S. les hubiera pagado los incentivos pertinentes pese a tener inconsistencias con su número de identificación, con miras a predicar que se vulneró el derecho a la igualdad que le asiste frente a otros beneficiarios de Jóvenes en Acción, de lo cual no se arrimó probanza alguna.
En conclusión, para esta Corporación por parte del D.P.S. sí se le informó lo pertinente al señor JHONNY MARCELL JIMÉNEZ CLAVIJO en relación con la negativa para efectuar los pagos reclamados, y además le indicó el procedimiento que debía realizar para que la situación anómala cesara, por lo cual no se avizora como vulnerados los derechos del accionante. De todas formas, se insta al señor JHONNY MARCELL para que, de no haberlo hecho,  adelante ante el SENA, el programa Jóvenes en Acción del D.P.S., y la entidad bancaria donde se le consignan sus incentivos, la actualización de su documento de identidad para que se continúe con el pago de los auxilios de los que es beneficiario.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo de los derechos reclamados por el señor JHONNY MARCELL JIMÉNEZ CLAVIJO.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� En sentencia T-178/00 la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición.”


� Sentencia T-615/98 (la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado).”
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